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Presentación.
Queridas amigas y amigos:

América Latina es la única región en el mundo en la que un grupo de naciones soberanas
y  democráticas  se  oponen  coordinadamente  a  los  Tratados  de  Libre  Comercio
programados por los Estados Unidos. Ha conseguido únicamente la adhesión de cuatro
naciones (Colombia, Perú, Chile y México), al tratado diseñado para toda América Latina.
El  ALBA-TCP (Alianza  Bolivariana  para  los  Pueblos  de  América  Latina  -  Tratado  de
Comercio  de  los  pueblos),  CELAC,  UNASUR,  PETROCARIBE  …  son  los  tratados
propiciados por estas naciones que Estados Unidos no puede tolerar en su patio trasero.

En la década de los 70 y los 80, en las naciones díscolas los EE.UU. propiciaron brutales
golpes  de  estado  militares.  Ahora  se  emplean  métodos  más  sofisticados:  golpes  de
estado  parlamentarios, maniobras  para  la  baja  de  los  precios  del  petróleo,
desabastecimiento, sabotaje en el  precio del  dólar paralelo,  manifestaciones masivas,
violencia  selectiva,  eliminación  de  líderes  rebeldes,  intervención  en  las  elecciones,
campañas de prensa internacional, eliminación de periodistas desobedientes, …

Empezamos nuestro boletín con un análisis de Telesur sobre el nuevo plan Cóndor para
América Latina: “El  reciente golpe parlamentario contra la presidenta de Brasil,  Dilma
Rousseff, no es un hecho aislado, pertenece a la reedición del Plan Cóndor, la estrategia
injerencista de EE.UU. en América Latina”

Si ponéis en el  buscador de internet, Nuevo plan Cóndor para América Latina podéis
encontrar el artículo con comentarios interesantes.

Estamos acostumbrados  a  los  ataques  desmesurados  a  Venezuela  por  parte  de  los
medios de comunicación y de la oposición. Esta vez han arremetido contra el Sistema de
Naciones Unidas acreditado en la República Bolivariana de Venezuela, UNICEF, FAO,
ACNUR, PNUD, OPS/OMS, UNFPA porque apoyan los  planes sociales de Maduro  y
contribuyen a su mantenimiento diciendo cosas no convenientes, como que Venezuela
redujo en 79,2% el índice de prevalencia de la subalimentación. Publicamos una carta a
Ban  Ki-moon,  Secretario  general  de  las  Naciones  Unidas,  enviada  y  firmada  por
Fundalatin y organizaciones de derechos humanos, movimientos sociales y activistas. En
ella aseguran que “es una obligación  ética reafirmar el amplio reconocimiento a la labor
profesional,  y  honesta  que  desempeñan  estas  agencias,  en  cumplimiento  de  sus
respectivas misiones”.

En las paginas centrales publicamos un importante artículo del compañero Ángel Arnaiz ,
Nuestro El Salvador hoy, “Hablo de “nuestro” El Salvador porque es la visión desde una
zona rural. Es decir desde la periferia de la periferia, considerando que los países que
constituyen Centroamérica son parte de la periferia mundial actual“. 

Por  fin  han  terminado  las  conversaciones  de  paz  entre  el  gobierno  y  las  FARC en
Colombia. Hemos seguido estas conversaciones con temor y esperanza. Ahora que ya
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han terminado y están pendientes de la  firma solemne con la asistencia de jefes de
Estado del mundo entero, seguimos estando entre el temor y la esperanza. Publicamos
un artículo del  compañero Javier Giraldo de Justicia y Paz,  ¿Paz en Colombia?,  que
expresa esta esperanza y este temor.  ¿Cómo quedarán las zonas humanitarias,  que
prohíben la entrada con armas al ejército, que las acosa, y a la guerrilla? Tenemos mucho
temor de que tengamos que dar la noticia: ha estallado la paz en el Chocó.

En Honduras continúan los asesinatos selectivos  de lideresas indígenas.  “El  Consejo
Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH), con mucho
pesar comunica a la comunidad nacional e internacional el asesinato de la compañera
Lesbia Yaneth Urquía”.

Terminamos  con  una  declaración  de  la  OEA sobre  Derechos  indígenas.  Mucho  nos
tememos que sea papel mojado ante las compañías mineras, hidroeléctricas, petroleras y
constructoras que explotan su tierra.

Una triste noticia para los españoles: El grupo Cobra de ACS, una  empresa española
más, está destruyendo el hábitat de los quekchi en Alta Verapaz (Guatemala) desviando y
controlando el Río Cahabón. Renace, que será la hidroeléctrica más grande del país,
está gestionada por el grupo guatemalteco Corporación Multi-Inversiones (CMI), que ha
subcontratado tres de las cinco fases de la construcción a la compañía española Grupo
Cobra (ACS), presidida por Florentino Pérez.

        Mural que Proa o coloc  en la catedral de Riobamba, retirado por el obispo.ñ ó

La alianza por la solidaridad, de los quekchi nos escriben: “Necesitamos parar, al menos,
las dos últimas fases que están en construcción y planificación antes de que el río se
seque. Y tú puedes ayudarnos”

Comité Óscar Romero de Madrid
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AMERICA LATINA.

Nuevo plan Cóndor para America Latina.
Telesur.

 

¿Cómo  se  reconfigura  el  Plan  Cóndor  en
América Latina?

El  reciente  golpe  parlamentario  contra  la
presidenta de Brasil, Dilma Rousseff, no es un
hecho  aislado,  pertenece  a  la  reedición  del
Plan  Cóndor,  la  estrategia  injerencista  de
EE.UU. en América Latina.

La  reedición  del  Plan  Cóndor  busca  la
coordinación de los dirigentes de derecha en
América Latina para aislar del contexto regional
a las naciones con gobiernos progresistas. 

El  nuevo Plan Cóndor  busca  el  revanchismo
político de la derecha al destruir y desprestigiar
los  avances  sociales  alcanzados  por  los
gobiernos de corte socialista. Esto se evidencia
con  la  llegada  en  diciembre  de  2015  del
Gobierno  neoliberal  de  Mauricio  Macri  en
Argentina,  cuyas  primeras  medidas  fueron
despidos  masivos,  censura  de  medios  de
comunicación, privatizaciones y ataques contra
países  que  no  comulgan  con  sus  políticas,

como Venezuela.

La estrategia injerencista e intervencionista de EE.UU. en Latinoamérica, en las décadas
de 1970 y 1980, se basaba en los golpes militares para derrocar gobiernos y conformar
regímenes y dictaduras pro estadounidenses; un ejemplo de estas acciones fueron los
derrocamientos de los gobiernos de Salvador Allende en Chile (1973); Isabel Perón en
Argentina (1973); el golpe de Juan María Bordaberry en Uruguay (1973).

Elementos de Intervención de orden interno

La serie de juicios contra importantes liderazgos progresistas, la creciente amenaza de
grupos paramilitares, la criminalización de los movimientos de avanzada y los golpes a la
economía de los países de conciencia popular, son parte de la reconfiguración del Plan
Cóndor en América Latina, a juicio del analista y periodista, Miguel Jaimes.

Entre los elementos del  Plan Cóndor que intervienen el  orden interno de los países,
Jaimes citó en entrevista exclusiva para el sitio web de teleSUR: 

-  El  constante  ataque  a  la  economía  y  los  aparatos  productivos  de  los  países
suramericanos y progresistas: Las maniobras para la baja de los precios del petróleo, el
desabastecimiento en Venezuela, así como el sabotaje en el precio del dólar paralelo y
otros relacionados con los indicadores económicos, forman parte del Plan Cóndor. Estos
persiguen crear desesperación en la población y, además, afectar el financiamiento de los
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programas sociales. 

Berta Cáceres

- Muerte de líderes de base media y baja de los partidos socialistas y populares: Refiere
como ejemplos de persecución de liderazgos populares el asesinato de la líder indígena
Berta Cáceres (Honduras) y del joven diputado Robert Serra (Venezuela). Estas acciones
tienen como objetivo,  principalmente,  restarle  los liderazgos influyentes a los partidos
sólidos y desmoralizar a sus militantes. 

-  Empleo  de  campañas  mediáticas  para  criminalizar  a  los  mandatarios  y  hundirlos
políticamente: Además de buscar que sean procesados y desterrados del ámbito político,
se cree que los medios de comunicación buscan influir en la población atemorizándola,
manipulándola y deslegitimando los poderes. Ejemplo de ello, es que un expresidente
como  Álvaro  Uribe  (Colombia)  "aparezca  constantemente  en  los  medios  con  sus
opiniones sobre intervención militar sobre una nación soberana, llamando a las fuerzas
armadas a hacerlo, ¿Quién es él para hacerlo? y ¿Por qué los medios han dado tanto
despliegue a eso?".

- Violencia y narcotráfico: Un mal que crece a lo largo de todo el continente y que se
adueña de las poblaciones incluso más humildes con el objetivo de crear puertos libres
para el tráfico de drogas entre el Sur y el Norte. Es una forma de terrorismo que incluso
en Venezuela  se ha desarrollado con la  injerencia de  bandas criminales que operan
desde Colombia y que, según el analista, no solo busca generar temor e instaurar un
mercado, sino además alcanzar el poder.

- Criminalización de los movimientos de izquierda, corrupción y ataques al ambiente: Se
busca con apoyo de los medios de comunicación culpar únicamente de la corrupción a
los movimientos y partidos de izquierda, pese a que muchos de ellos son los que han
iniciado  la  lucha  por  el  esclarecimiento  de  estos  casos.  Se  busca  establecer  una
asociación entre los delitos y los líderes de izquierda. Asimismo, refirió que los ataques al
ambiente para la explotación de recursos son en parte realizados por el brazo ejecutor y
capitalista de los EE.UU.

-  ONG y  la  manipulación  de  jóvenes:  Organizaciones  como Súmate,  liderada  por  la
exdiputada de derecha María Corina Machado y directamente vinculada con el golpe de
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2002, son las encargadas de generar movimientos en las calles con jóvenes utilizados
para  propiciar  acciones  violentas.  Según  documentos  filtrados,  la  USAID  y  la  NED
invirtieron más de 100 millones de dólares entre 2002 y 2012 en auspiciar a grupos de
oposición y crear al menos 300 nuevas ONG en Venezuela. 

Golpe Parlamentario

El  nuevo  Plan  Cóndor  se  basa  en  los  golpes
suaves y parlamentarios, según han denunciado
públicamente  presidentes  como  el  venezolano,
Nicolás Maduro, y Rafael Correa de Ecuador.

El  golpe parlamentario consiste en que las bases
para su ejecución se encuentran dentro del mismo
ordenamiento  jurídico  del  país:  moción  de
censura,  investigaciones  de  tipo  judicial  (juicio

político),  declaración  de "incapacidad para  gobernar"  para  forzar  una renuncia,  entre
otros. 

Los medios de comunicación privados y las élites político-económicas cumplen un rol
importante en la ejecución de estas nuevas acciones, al manipular la información y las
leyes para desestabilizar al país.

La  estrategia  golpista  parlamentaria  disminuye  el  costo  político  de  los  actores
involucrados y permite cambiar el rumbo de un país y su política exterior sin necesidad de
"derramar sangre", apelando y excusándose en el  "respeto de la ley" y a la "democracia".

El  golpe  parlamentario  se  ha  convertido  en  la  operación  política  de  intervención
extranjera más rentable para alterar  la  correlación de fuerzas,  eliminar  los liderazgos
políticos  importantes  y  cambiar  radicalmente  los  esquemas  de  poder  internacional  y
bloques de influencia regional.

El  ejemplo  más  reciente  del  golpe  parlamentario  es  Brasil,  cuya  presidenta  Dilma
Rousseff  fue  apartada  del  cargo  por  180  días  para  enfrentar  un  juicio  político
supuestamente por maquillar las cuentas fiscales de 2014 y retrasar los pagos al Banco
Central, pese a que la derecha no presentó pruebas de esos crímenes.

Honduras 2009

El golpe contra el  presidente Manuel Zelaya contó con la participación de las fuerzas
armadas.  Sin  embargo  el  Parlamento  hondureño  participó  en  el  derrocamiento  del
mandatario: la cabeza del Congreso, Roberto Micheletti, inició una investigación contra
Zelaya por supuestas "violaciones al Estado de Derecho".

Los  parlamentarios  hondureños  recurrieron  al  levantamiento  de  expediente  político
express donde supuestamente Zelaya estaba "violentando"  el  Estado de Derecho.  El
Parlamento se basó en la Ley Especial que Regula el Referéndum y el Plebiscito para
llevar  a  la  destitución  del  mandatario  legalmente  electo.  Al  consumarse  el  golpe
parlamentario y militar, Manuel Zelaya fue sacado del país.

Posteriormente, se instauró en Honduras un gobierno transitorio sostenido por una Junta
Militar  hasta que expirara el  término constitucional  del  presidente depuesto,  para dar
paso a unas nuevas elecciones. Sin la participación del expresidente Zelaya.
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Paraguay 2012

Desde la llegada al poder de Fernando Lugo en el 2008, la oligarquía paraguaya intentó
torpedear las iniciativas sociales incluidas en el programa de gobierno que le llevó a la
presidencia. En Paraguay se empleó como recurso central para llevar a la destitución de
Lugo la “Masacre de Curuguaty”.

El objeto de la acusación no era otro que justificar las
acciones coordinadas de asedio y presión mediática
por parte de la "comunidad internacional" ligada a los
intereses de Estados Unidos. Antes del juicio político
en el Parlamento, el Partido Colorado lo había tratado
de destituir unas 23 veces.

Los  acusadores  de  Fernando  Lugo  aplicaron  el
artículo  225  de  la  Constitución  que  permite  a  la
Cámara de Diputados establecer la base legal para
enjuiciar  a  un  presidente  u  otro  funcionario  de
Gobierno  si  se  comprueba  que  no  estén
desempeñando las funciones de su cargo. Dado este paso, le corresponde entonces al
Senado llevar a cabo el juicio y dictar la sentencia.

Fernando  Lugo  fue  destituido  en  tan  solo  dos  horas,  los  legisladores  paraguayos  lo
acusaron por "mal desempeño de funciones" con respecto a los hechos de Curuguaty.
Todas  las  "pruebas"  para  estimular  la  destitución  fueron  forjadas  por  los  jueces
paraguayos. El Senado lo destituyó y fue designando en su lugar el vicepresidente del
país, Federico Franco

Brasil 2016

El reciente golpe parlamentario contra la presidenta de Brasil, Dilma Rousseff, fue una
coordinación  entre  la  clase  política,  sectores  empresariales  y  los  medios  de
comunicación. A pesar de la movilización popular a favor de la mandataria y la denuncia
de injerencia externa, la presidenta fue separada de su cargo y asumió el gobierno el
vicepresidente Michel Temer.

El juicio político contra Dilma fue impulsado por el anterior presidente de la Cámara de
Diputados. Eduardo Cuhna, quien acusó a la Jefa de Estado de manipular los balances
económicos  y  de  redistribuir  el  dinero  del  presupuesto  hacia  otros  planes  sociales.
Señaló  que  Dilma  Rousseff  era  responsable  del  “delito  de  responsabilidad”,  causa
suficiente para iniciar el pedido de juicio político.

El 17 de abril en la Cámara de Diputados se llevó a cabo la votación sobre el proceso de
juicio a Rousseff. Pese a la carencia de pruebas contra la presidenta, 367 de los 513
diputados aceptaron las denuncias contra la mandataria y dieron lugar al trámite, que fue
trasladado al Senado.

Tras analizar el documento sobre el procedimiento jurídico contra la presidenta, el pasado
12 de mayo el Senado Federal de Brasil finalmente concretó su intención de someter a
Dilma a un juicio político, lo que conlleva a su destitución sin haber una causa real en su
contra,  debido a  supuestas  faltas  administrativas  con argumentaciones políticas  y  no
legales.

Durante el proceso en su contra, Dilma Rousseff denunció la injerencia externa y calificó
el juicio político de golpe a la democracia.
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Venezuela, el ataque continuado
Desde  2002  se  registran  los  primeros  ataques  contundentes  contra  la  Revolución
Bolivariana. Sólo en 2002 un golpe de Estado contra el presidente Hugo Chávez, que
dejó 19 muertos, y un paro petrolero desestabilizaron política, social y económicamente
al país. 

Venezuela presentó una denuncia ante la Organización de Estados Americanos (OEA)
con documentos que muestran la intervención de Estados Unidos en el golpe de 2002.
Entre otras pruebas, el Gobierno nacional señaló que funcionarios del Departamento de
Estado de EE.UU. hicieron un intenso lobby político para justificar el golpe en Caracas.

Además,  mediante  la  denuncia  Venezuela  destacó  la  reunión  entre  el  embajador
estadounidense Charles Chapiro y el golpista Pedro Carmona Estanga, en días cercanos
a la deposición del presidente Chávez. 

En 2014 otros 43 venezolanos murieron producto de la violencia opositora. Las imágenes
de las "guarimbas" le dieron la vuelta al mundo en el marco de una guerra mediática que
sugería la violación de los derechos humanos por parte del Gobierno venezolano.

Fotos  de  la  llamada  "primavera  árabe",  también  promovida  por  Occidente,  fueron
difundidas y atribuidas a supuestas agresiones de funcionarios policiales venezolanos
contra el pueblo.

Tras ello, una campaña de "solidaridad" de la derecha internacional hacia Venezuela,
pese a que ha sido la misma oposición que promueve la impunidad con el impulso de la
ley de Amnistía. El estatuto dejaría en libertad a Leopoldo López, exalcalde opositor que
hizo llamados irresponsables a la violencia, que además de las 43 muertes dejó cientos
de heridos.

El triunfo circunstancial de la oposición venezolana en las elecciones parlamentarias del
6 de diciembre de 2015 apaisó el terreno para acentuar los ataques contra el Gobierno
de Nicolás Maduro.

Desde el Parlamento, la derecha ha intentado sabotear la agenda social y económica del
Gobierno con un velo de legalidad, mediante impulsar leyes como la de Amnistía y la ley
de Propiedad de Misión Vivienda, que pretende privatizar las más de 1.2 millones de
nuevas casas construidas por el plan gubernamental para el pueblo venezolano.

Otras  de  las  recientes  agresiones  de  la  derecha  hacia  Venezuela  como  el
desabastecimiento, el acaparamiento y la guerra económica, son parte del Plan Cóndor
para dominar al país que instauró la Revolución Bolivariana e impulsó la integración del
Sur.

Los anaqueles venezolanos registran una intermitencia en cuanto a los productos de
primera necesidad. Aparecen por un tiempo, pero dejan de verse por otro período. Esto
ocurre principalmente con la leche, azúcar, harina de maíz y de trigo y los productos de
aseo personal.  Pero  se  produce un curioso fenómeno:  por  un  tiempo desaparece la
leche, pero se encuentran todos los productos que se fabrican con leche.

El  sector  privado  representa  más  de  70  por  ciento  del  aparato  productivo  nacional.
Mediante  conglomerados  como  Conindustria,  Fedecámaras  y  Venamcham,
históricamente el  sector privado ha criticado las políticas sociales del  Gobierno de la
Revolución Bolivariana.

8



VENEZUELA

COMUNICADO
AL SECRETARIO  GENERAL DE  LA ORGANIZACIÓN  DE  NACIONES
UNIDAS, BAN KI-MON 
 EN RESPALDO AL DESEMPEÑO DE  LAS AGENCIAS DE LA ONU EN LA 
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

Apreciado Secretario General de la ONU.

Las organizaciones de derechos humanos, movimientos sociales y activistas  firmantes, frente a la
inusual   declaración  publicada  en  los  medios  de  comunicación  contra  el  Sistema de  Naciones
Unidas acreditado en la República Bolivariana de Venezuela, consideran que es una obligación
ética reafirmar el amplio reconocimiento a la labor profesional, y honesta que desempeñan estas
agencias, en cumplimiento de sus respectivas misiones. En tal sentido desean manifestarle:

Su especial valoración positiva por el trabajo que efectúan  las Agencias del Sistema de la ONU en
Venezuela, como el PNUD, OPS/OMS, UNFPA, UNICEF, FAO y ACNUR, el   cual   contribuye,
desde  la  asistencia  técnica  con  las  institucionales  gubernamentales,  al  diseño  de  políticas   en
beneficio  de  la  población  venezolana.  Lamentamos  que  la  intolerancia  política  de  algunas
organizaciones  pretenda,  por  intereses  particulares,  desconocer  esta  magnifica  labor  de  tantos
años. 

Reconocen, especialmente, la beneficiosa labor que desarrolla la oficina de la OPS, mediante las
coordinaciones necesarias entre el Ejecutivo Nacional y el Fondo Rotatorio de Medicamentos, así
como las compras programadas de medicamentos mediante los mecanismos facilitados por este
organismo internacional en aras de ayudar al país en relación al derecho a la Salud. Se debe tomar
en  cuenta  que,  en  ocasiones,  las  compras  de  medicamentos  son  obstaculizadas  por  algunas
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transnacionales,  al  negarse a  licitar  su producto al  país,  por  razones  políticas.  Agradecemos la
asistencia técnica que la OPS brinda tanto a las instituciones del Estado, como a las Organizaciones
Sociales que requieren de su apoyo.

Apoyan la labor que desempeña la Oficina de la FAO en
Caracas, mediante asistencia técnica y contribución en el
acompañamiento  de  las  políticas  públicas  desarrolladas
en este tiempo, ante la difícil coyuntura económica que
enfrenta  el  país,  en  beneficio  de  la  erradicación  de
hambre. En especial, se reconoce en la FAO su esfuerzo
solidario  al  ofrecer  sus  conocimientos  para  el
fortalecimiento y diseño de programas pesquero, agrícola
y  forestal,  para  apoyar  las  políticas  sociales  que  se
desarrollan en el país.
Respaldan las políticas y programas que impulsa la Oficina del PNUD en Caracas, orientadas a los
Objetivos  de  Desarrollo  Sostenible,  bajo  4  líneas  temáticas  de  financiamiento  de  proyectos:
Reducción  de  la  pobreza,  Gobernabilidad  Democrática,  Ambiente  y  Energía,  orientadas  al
desarrollo social de Venezuela.
http://www.ve.undp.org/content/venezuela/es/home/operations/projects/overview.html.
Frente a los injustificados ataques y manipulaciones a los cuales han sometido algunos medios de
comunicación  a  la  oficina  de  ACNUR  en  Venezuela,  reconocen  la  extraordinaria  labor  que
desarrolla esta   Oficina en la República Bolivariana de Venezuela, en atención y protección a las
personas en calidad de refugiadas, en tramites legales, así como en las coordinaciones necesarias
que realiza con el Ejecutivo Nacional, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público, a fin  de que
se les garanticen los derechos humanos a estas ciudadanas y ciudadanos, así como en apoyo a la 
regularización gradual que haga posible la apertura de la frontera, legal y en paz, entre Colombia y
Venezuela. 
Asimismo,   deben  revisarse  las  declaraciones  de  algunos  funcionarios  de  la  Oficina  del  Alto
Comisionado  para  los  Derechos  Humanos  de  las  Naciones  Unidas,  pues  comprometen  su
imprescindible objetividad en la valoración del desarrollo de los DDHH en Venezuela.  No resulta
conveniente, para el diálogo que se realiza en el país, que algún funcionario de la Oficina del Alto
Comisionado asuma una postura partidista, coincidiendo con sectores que han promovido en varias
ocasiones,  acciones  en  desconocimiento  al  Estado  de  derecho  y  de  Justicia,  así  como  a  los
mecanismos de protección a los Derechos Humanos. 
Es  el  caso  de  las  declaraciones  que  apoyaron  públicamente  el  Proyecto  de  ley de  Amnistía,
promovida por  un sector  partidista,  con el  objetivo  de  generar  un marco de impunidad,  la  no
reparación  de  las  víctimas  y  la  violación  de  la  doctrina  del  Sistema Universal  de  la  ONU al
respecto: «Los funcionarios de las Naciones Unidas, incluidos los encargados de negociaciones de
paz  y  el  personal  de  las  oficinas  sobre  el  terreno,  no  deben  estimular  ni  condonar  jamás  las
amnistías  que  impidan  el  enjuiciamiento  de  los  responsables  de  crímenes  graves  de  derecho
internacional, como los crímenes de guerra, el genocidio y los crímenes de lesa humanidad, o de
violaciones graves de derechos humanos … Amnistías incompatibles con el derecho internacional.
Diversos  tratados  de  derechos  humanos  y  de  derecho  internacional  humanitario  requieren
expresamente  que  los  Estados  partes  velen  por  el  castigo  de  determinados  delitos  en
procedimientos penales iniciados contra personas sospechosas de haber cometido esos delitos en
sus  propios  tribunales  o  remitiendo  los  sospechosos  a  otra  jurisdicción  apropiada  para  su
enjuiciamiento  ...  se  ha  considerado  que  las  amnistías  son  incompatibles  con  los  tratados  de
derechos humanos que no se ocupan expresamente del enjuiciamiento, pero que se ha interpretado
de manera coherente que requieren que los Estados partes inicien procedimientos penales cuando
haya violaciones graves. Las amnistías relativas a violaciones graves de derechos humanos y del
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derecho humanitario pueden violar también el derecho internacional consuetudinario".
> http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Amnesties_sp.pdf 
 
Las organizaciones firmantes, que han venido trabajando mediante el diálogo con las autoridades,
para que se realicen visitas a Venezuela de funcionarios independientes del Sistema de la ONU,
bajo el principio de respeto, autodeterminación y soberanía, para contribuir   al fortalecimiento de
los Derechos Humanos, consideran que las declaraciones antes expresadas desde la Oficina del
Alto Comisionado representan un obstáculo para que el esfuerzo sostenido del sector de la sociedad
civil que cree en la democracia, pueda contribuir a superar las actuales dificultades.
Manifiestan, en consecuencia, su respaldo a los esfuerzos que, en estos difíciles momentos de la
humanidad, realiza el Secretario General de la ONU en función de la construcción de la paz, con
verdad, justicia y defensa de los DDHH y los de la Madre Tierra.
Las organizaciones sociales firmantes, defensoras de los derechos humanos y de la paz como un
bien público fundamental,  reiteramos nuestros sentimientos de gran estima y   quedan de usted.
Fraternalmente:
En Caracas. República Bolivariana de Venezuela.  26 de Julio 2016

Fundación Latinoamericana Por los Derechos Humanos y el Desarrollo Social. FUNDALATIN
Instituto de Desarrollo Humano y Economía Social. IDHES. Cristóbal Cornielles. Activista de Derechos Humanos. Red Nacional de
Derechos Humanos. REDNADDHH. Fundación Educadores Bolivarianos. Escuela de Formación  "13 de Abril. Consejo Nacional
Para la Defensa del DDHH a la Salud. A.C Defensores de Derechos Humanos. Mouvement Vers la Révolution Citoyenne en Suiza.
Alianza Lambda de Venezuela. Organización  Internacional   Venezolana   de   Derechos Humanos. Cátedra de educación social y
derechos  humanos  Simón.  Rodríguez.  Migdaleder  Mazuera.  Activista  de  Derechos  Humanos.  Consejo  Nacional  de  la  Sexo
Diversidad
Movimiento de Integración y Emancipación de Derechos Humanos del Sur. FENASDIVERSIDAD Nacional. Diversidad Peñalver.
Corazones  Diversos.  FENASCONFES TRANS.  Frente  Revolucionario  de  la  Diversidad  Sexo  Genero  Aragua.  Frente  GLBTI
Venezuela. COCAYBUF Carabobo. Juventud de la Sexo Diversidad Cojedes. Frente LGBTI Venezuela Aragua
Fundación Academia ARMIF. Base Lésbica Venezuela Orgullo GLBT Venezuela
Fundación Internación Diversidad es Amor & VIH. Sexo Diversidad OBE. Sexo Diversidad Revolucionaria Venezuela. Bloque
Socialista  de Liberación Homosexual.  Colectivo  Lésbico  Feminista  Las  Beguinas.  Sexo Diversidad  Falcón.  Movimiento  Sexo
Diverso Lara
Sexo Diversidad Monagas. Centinelas LGBTI. Rebelión Lésbica Trujillo. Sexo Diversidad Edo. Bolívar. Movimiento Sexo Diverso
Socialista Yaracuy. Movimiento Bolivariano de la Patria Grande
Federación Bolivariana de Jóvenes de Venezuela. Colectivo Revolucionario “Las Tres Raíces “
Movimiento de Solidaridad Internacional Puente Sur. Movimiento de Inquilinos. Red Metropolitana de Inquilinos. María Audelia
Briceño Quiroga Defensora de los Derechos Humanos 
Douglas López Méndez Defensor de los Derechos Humanos. Movimiento de Pobladores
Frente Nacional de Adulto Mayores MAURO VIVE. Movimiento Mujeres por la Paz y La Vida. Estado Miranda. Movimiento
Ecuador Alfarista Bolivariano (MEAB). Organización Luz y Esperanza.  Caracas.  Asociación Civil  de Comerciantes Unidos de
Merado Bolivariano la Hoyada (ACCUMBH). Movimiento Org. Carlos Escarra.  Frente de Mujeres José Feliz Rivas.  Marvelio
Linares Sistema de Trueke Tinaquillo.  Movimiento Guaicaipuro Activo.m Virginia  King Defensora de los Derechos Humanos.
Profesor Francisco González UBV y UCV Defensor de los Derechos Humanos. Movimiento de Batalla Social Punta de Lanza.
Sistema de Trueke Uarachiche. Consejo de Artesanos e Carabobo. Frente de Defensa de los Derechos Indígena
Asociación Civil Catrera Guaicaipuro. Movimiento RENAVIDE. Movimiento de Educadores Socialistas Comunitarios. Movimiento
Juventud y Conciencia.  Movimiento de Profesionales y Técnicos.  Fundación Abrazando con el Alama. Movimiento de Cultura
Popular. Movimiento de Probadores del Estados Falcón. Movimiento de Campesinos. Movimiento de Trabajadoras y Trabajadores
Socialistas. Movimiento Ecologista. Red de Organizaciones Afrovenezolana 
Fundación Colectivo Radiofónico Petare Defensores de los Derechos Humanos. Movimiento por la Paz, y La Vida, el Trueke y
Ecosocialismo.  Sistema  de  Trueke  Guatopori  Guaicaipuro.  Fundación  Centro  Nacional  de  Investigación  Acción  Participativa
Urquia.  Jhoana  Camacho  Defensora  de  los  Derechos  Humanos.  Norbis  Origuen  Defensora  de  los  Derechos  Humanos.
Organización.Defensores  de  los  Derechos  Humanos.  Karina  Rivas  Defensora  de  los  Derechos  Humanos.  Consejo  de  Medios
Comunitarios CMCM. Edo. Miranda Defensores de DDHH
Fundación Proyecto Sentido Común. Organización Socialista Indígena Bolivariana Unida
Escuela Vial Motorizada Franco Arquímedes. Frente Nacional de Motorizado Franco Arquímedes.
Movimiento Ecuador Alfarista Bolivariano (MEAB). Asociación civil de comerciantes Unidos del mercado Bolivariano la Hoyada
(ACCUMBH). Movimiento para un Nuevo Constitucionalismo en América. Organización Socialista Indígena Bolivariana Unida.
OSIBU. Comité de Derechos Humanos de Base de Chiapas Digna Ochoa. México.Enriqueta Estrada Filosofa Defensora de los
Derechos Humanos. Gelsys Ortuño Defensora de los Derechos Humanos. Mario Hernández. Comisión Directiva de la Coordinadora
de Medios de la CABA (COMECI) y del Comité por el retiro de las tropas de ocupación argentinas de Haití. Daniel Ozuna. Cátedra
Americanista. FFyL UBA. Fundación Argimiro Gabaldón.
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 EL SALVADOR 

Nuestro  El Salvador hoy 

Angel Arnaiz Quintana

Hablo de “nuestro” El Salvador porque es la
visión desde una zona rural. Es decir desde
la periferia de la periferia, considerando que
los  países  que  constituyen  Centroamérica
son parte de la periferia mundial actual. 

Las  áreas  rurales  han  estado  socialmente  abandonadas  de  siempre. La  guerra
interna de los años 1980-1992 fue ante todo una guerra campesina. Los Acuerdos de Paz
de  1992  permitieron  una  redistribución  de  las  tierras.  La  zona  del  Bajo  Lempa  de
Usulután, al suroriente, era de media docena de haciendas, alguna partida en fincas más
pequeñas por motivos económicos de sus propietarios. Con ayuda de la Unión Europea,
que pagó a sus dueños antiguos, importantes cantidades para ayudar a la paz, esas
tierras fueron redistribuidas para miles de familias que se las tomaron sin más, pues
estaban abandonadas por motivos de la guerra, ya que fue una zona de conflicto entre
las fuerzas armadas estatales y la guerrilla campesina existente en la zona. 

Durante los veinte años, los gobiernos empresariales de El Salvador (1989-2009) dejaron
en  el  absoluto  abandono  todo  el  área  rural.  La migración  hacia  el  Norte,  crecida
durante el conflicto armado, siguió abundante sin detenerse en todo este período.
Hasta que los Estados Unidos comenzaron a oponer más dificultades y a deportar a
numerosos migrantes.  También el  paso por México,  hasta entonces fácil,  se lleno de
trabas, incluso con desapariciones y secuestros de las poblaciones que lo cruzaban. Sin
embargo, nada ni nadie podía detener este río de gente saliendo de su país de origen en
busca de alguna oportunidad para vivir. 

Hay que tener en cuenta que El Salvador tiene una alta densidad de población, esto es,
de habitantes por km2. Se trata de un país pequeño en extensión con una población que 
pasa de los 6 millones de habitantes y nunca llega a los 7 millones precisamente por este
éxodo poblacional continuo de toda su historia. Fuera de El Salvador viven hoy unos tres
millones de salvadoreños y salvadoreñas, la mayor parte en los Estados Unidos. Es decir,
uno de cada tres habita fuera de El Salvador. En encuestas que se han hecho sobre
intención de emigrar, la mitad de la población que se encuentra en el interior se iría si
pudiera y no hubiera tantas trabas o dificultades.

Junto a esto se da que las diferencias o distancias sociales y económicas entre su
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población son de las más altas del mundo. Esto hace que la mayoría sobreviva con
índices  de  pobreza  e  incluso  de  extrema  pobreza.  Los  acuerdos  de  paz  de  1992
cumplieron bien en las áreas militar y política. Sin embargo la parte económica y social
siguió sin cumplirse. 

Así llegamos a 2009, primer gobierno de las fuerzas populares que combatieron en El
Salvador.  Su presidente,  el  periodista  independiente Mauricio  Funes,  muy conocido y
querido por todo el pueblo, realizó la transición con éxito. Al finalizar su período en 2014
su aceptación por la gente superaba el 70%, esto es, más que la que le había votado.
Era el tiempo del triunfo de las fuerzas progresistas en todos los países del continente
latinoamericano. En 2014 se da el triunfo del FMLN por segunda vez, ahora ya con gente
del partido puro y duro en el gobierno. En mayo de 2016 se cumplieron los dos primeros
años de los cinco que tiene el período presidencial. 

¿Cómo estamos hoy?  Durante los dos gobiernos del
FMLN, incluyendo el presidido por Funes y lo que va del
actual, del profesor Sánchez Cerén, se ha fortalecido la
inversión  en  las  áreas  sociales,  como  educación  y
salud,  hasta niveles desconocidos en la historia  de El
Salvador.  También  en  otras,  como  obras  públicas  o
inversiones  extranjeras.  Sin  embargo,  las  limitantes
económicas del Estado se hacen sentir de una forma y

otra, y a ello contribuye mucho el partido de la oposición política empresarial ARENA y, -
¡quien lo iba a pensar! - , los órganos superiores de justicia del país, también aliados con
esa  política.  Además  disponen  de  la  mayoría  de  los  medios  de  persuasión  y
comunicación existentes en el país. 

Pero dónde más ha recaído el desgaste gubernamental ha sido en el  accionar de las
llamadas maras o pandillas en todo El Salvador. Su incremento se ha dejado sentir en
todo el  territorio  salvadoreño.  Su actuación ha traído zozobra,  inquietud y temor a la
mayoría de la población. También amenazas, extorsiones – ponen “renta” dicen aquí - y
muerte. Por lo que la emigración sigue viva y con enormes cantidades de gente de todas
las  edades,  en  especial,  adolescentes  y  jóvenes,  que  son  los  más  directamente
influenciados por las maras para aumentar su número y presencia territorial.

Este  accionar  se  incrementó  de  manera  extraordinaria  nunca  vista  a  partir  del
segundo gobierno del FMLN, es decir, a partir de mayo de 2014, aunque ya había
tenido  sus vicisitudes y  altibajos  en el  primer gobierno.  Durante  2015 el  número de
asesinatos diarios llegó a más de veinte en algunos meses. El año 2015 se cerró con 6
mil  640 homicidios, lo cual  hizo de El  Salvador uno de los países más violentos del
mundo  en  tiempo  de  paz.  Entre  ellos  ha  habido  más  de  un  centenar  de  policías
asesinados, además que la acción se ampliaba a familiares de ellos, por lo que muchas
familias de policías y soldados tuvieron que emigrar, dentro del país o salir para el Norte. .
Muchos  comerciantes  e  industriales  pequeños  tuvieron  que  cerrar  sus  negocios  y
trasladarse a otros lugares del país o simplemente emigrar. Los transportistas, sobre todo
dueños de buses de línea interlocales, pagaron en 2014 unos 30 millones de dólares a
los pandilleros como compra de protección.
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El número de pandilleros en ejercicio, en su momento
álgido  de  2015,  andaba  entre  los  cuarenta  y  los
cincuenta mil. Como ellos tienen familias y además reclutan
niñas y niños y adolescentes para iniciarles en la mara,  -
como postas o vigilantes,  como emisarios o correos,  para
cobrar  rentas  y  otros  -  el  ministro  de  Defensa,  general
Munguía Payés, declaró en una entrevista que el número de
personas involucradas en directo en las maras se acerca a
los quinientos mil. 

Las maras salvadoreñas principales son dos: la Salvatrucha
y la 18, o bien Barrio 18. Su origen está en la ciudad de Los
Ángeles,  California,  de  donde  las  trajeron  salvadoreños

deportados que vivían allí. La del Barrio 18 es la más antigua, de mediados del siglo XX,
y  la  Salvatrucha  más  reciente,  como  escisión  de  la  que  mantenían  con  migrantes
mexicanos, pues eran tratados con desprecio por ellos. 

Otro dato importante hasta iniciar 2016 es que los cabecillas o jefes, a quienes se les
debe una obediencia extrema en toda la mara, enviaban sus órdenes desde las cárceles
donde  estaban  recluidos,  esto  es  privados  de  libertad.  Por  distintos  medios  logran
disponer de teléfonos con sus cargadores y desde allí impartían sus mandatos. 

En la  actualidad el  gobierno se encuentra  en una segunda fase de una acción
especial contra las pandillas, en la que se involucran unos mil miembros de la policía y
del ejército preparados para ese actuar, que alguien ha calificado como la guerra del siglo
XXI. El éxito de la primera fase es evidente y ha sido reconocido así por la población en
general  que ha aumentado su valoración positiva del  gobierno. Tiene dos integrantes
principales directos: aislar a los jefes de pandillas en las cárceles para que no puedan dar
órdenes limpiándoles de todo aparato de comunicación; y segundo, ocupación territorial
por las fuerzas especiales de territorios controlados por las maras. Esta primera fase se
realizó en los diez municipios más violentos del país, uno de ellos el de Jiquilisco en el
que habitamos nosotros. Desde hace meses, por ejemplo, una patrulla especializada de
la policía se ubica y vive durante todo el día en nuestra comunidad Nueva Esperanza, y
así en otros lugares. En la segunda fase de este operativo son 18 municipios los que se
encuentran en control policial. 

Además, el gobierno, con el apoyo de instancias nacionales e internacionales, desarrolla
un  amplio  plan  preventivo.  Estos  días  pasados  se  ha  hecho  público  un  plan
desconocido hasta ahora en El Salvador de becas por un año, para los jóvenes “ninis” –
ni trabajan, ni estudian, ni emigran -.   También se incrementan en lo posible los actos
culturales, deportivos y recreativos. 

Sin embargo  la población se ha encerrado en sus viviendas durante la temporada
álgida de las maras, 2015, y aunque va saliendo poco a poco a actos sociales, queda
mucho camino por recorrer para lograr una alegría en las calles y zonas rurales como la
anterior de años atrás. Eso sí, gracias a las remesas de emigrantes y otros recursos de la
parte más favorecida de la población, los centros comerciales de todo tipo están en pleno
auge y sus ventas no decaen. 

También nos queda claro de esta guerra del siglo XXI, que  los grupos de exterminio
han sido causa principal de la disminución de la presencia de las maras en zonas
rurales. De esto hay constancia en diversos municipios del departamento o provincia de
Usulután  al  que  pertenecemos:  Jucuarán,  San  Francisco  Javier,  Jiquilisco.  El  Diario
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Digital La Página del 3 de julio de 2016 proporcionaba esta información con testimonios
de  familiares  y  policías  de  las  zonas  afectadas:  Los  victimarios  han  actuado  contra
mareros y de la misma forma: llegan a las viviendas, sacan a los sujetos y los matan con
balazos en la cabeza. En el mismo diario digital del 8 de julio se informa que el fiscal
general  de  la  República  investiga  y  ha  detenido  a  varios  policías  del  departamento
(provincia) de San Miguel, en el oriente, por actuar como grupo de exterminio y haber
matado a más de 40 pandilleros. 

En nuestro Bajo Lempa así ha sido la disminución y hoy desaparición de las maras, antes
de  que  se  implementasen  las  medidas  de  seguridad  especiales  hoy vigentes.  Estas
medidas sirven para consolidar la limpieza de mareros de la zona. Pero  ahí queda el
drama  familiar  y  comunitario  de  los  muertos  con  violencia,  tanto  de  personas
inocentes como de los propios mareros y mareras.  

Porque estos jóvenes, varones y mujeres, adolescentes muchos de ellos /ellas, son hijas
e hijos de la población campesina salvadoreña actual. En este sentido son hijos e hijas
de toda la comunidad que habita un poblado. Podría poner casos concretos e incluso
alguno de ellos podría servir como guión de una novela dramática o de una película de
cine, mejor que un vídeo, que queda corto. Todos ellos tienen como elemento común
una familia de procedencia desestructurada, donde falta el padre, o donde la madre
apenas puede atender a los hijos por obtener algunos centavos para sobrevivir, o que su
madre y su padre han emigrado a los Estados Unidos y aunque le envían dinero o ropa,
están ausentes. Ellas y ellos encuentran en las maras una familia, un sentido a sus
vidas, una hermandad fuera de lo común. 

MAREROS  ASESINADOS
POR  UN  GRUPO  DE
EXTERMINIO

Otro elemento común a estos integrantes de maras es que así ellos, ellas,  se sienten
reconocidos por la sociedad, pues reciben valoración social, aunque sea negativa.
Si no se integran, si quedan marginados como tantos otros y otras, son escoria, basura
social,  despreciados,  excluidos,  tenidos  de  menos.  Pertenecer  a  la  mara  significa
reconocimiento social, incluso porque te tengan temor. Y no sólo los miembros activos,
sino sus familiares también se comportan así. Los hechos hablan por sí mismos.  

Bueno, estos son los temas de El Salvador hoy. Aunque podemos alegrarnos algo de que
la violencia y las maras hayan dejado de tener esa primacía comunicacional, tanto en
privado como en medios abiertos, que han mantenido durante los últimos años. En todas
partes, siempre, este tema salía de inmediato en cualquier conversación con cualquier
persona y por diferentes motivos. Pero la vida sigue y la gente salvadoreña hoy sigue
adelante también. 
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COLOMBIA

¿Paz en Colombia?
JAVIER GIRALDO. SJ

Si bien hay una euforia de paz que
se traduce en eslóganes o en frases
de cliché que se repiten por todas
partes,  cuando  se  profundiza  un
poco en lo que hay detrás de esos
eslóganes  o  en  los  aspectos  que
esas  frases  superficiales  eluden,
aparecen muchas preocupaciones.

Colombia ha vivido en los últimos 4 años una búsqueda de acuerdo de paz entre el
gobierno y la guerrilla de las FARC, luego de 60 años de conflicto armado que ha dejado
muchos millones de víctimas y ha llevado a la degradación progresiva de la guerra en
muchos aspectos. Este proceso ha ido revelando progresivamente los laberintos, a veces
sin salida, en que es necesario internarse para buscar acuerdos de paz. El país ha vivido
ya 33 años de procesos de paz fracasados durante el último ciclo de violencia, sin contar
las negociaciones, acuerdos y eliminaciones de ex combatientes de ciclos anteriores que
se identifican con las mismas causas. Una larga tradición demuestra que los acuerdos no
se cumplen y que los combatientes rebeldes son eliminados tras el desarme, pero no sólo
ellos sino las fuerzas sociales y políticas que les son cercanas.
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Hace pocos días se firmó en La Habana un documento que define el penúltimo de los 6
puntos de la agenda acordada al comienzo de los diálogos, incluyendo ya el compromiso
de un cese de fuego bilateral y supuestamente definitivo. Sin embargo el país se
encuentra profundamente polarizado por el crecimiento y poder creciente de posiciones
políticas de extrema derecha. Parece que reviven las posiciones de la Guerra Fría,
potenciadas por el monstruoso poderío económico de un empresariado multinacional que
defiende rabiosamente sus intereses excluyentes con medios muy poderosos.

Si bien hay una euforia de paz que se traduce en eslóganes o en frases de cliché que se
repiten por todas partes, cuando se profundiza un poco en lo que hay detrás de esos
eslóganes o en los aspectos que esas frases superficiales eluden, aparecen muchas
preocupaciones. Algunos analistas más críticos llaman la atención sobre ciertas
contradicciones como las siguientes:

1) Se percibe un doble lenguaje: en uno
de ellos se afirma que el proceso no se
ha  enfocado  como  una  rendición  de
rebeldes  delincuentes  sino  como  un
reconocimiento de  una guerra que tenía
raíces sociales y en la cual los dos polos
cometieron  crímenes;  el  otro  lenguaje,
usado por el gobierno fuera de la mesa
de diálogos, tiene todo el enfoque de la
rendición, la derrota y el sometimiento a
una legalidad y una estructura de poder
supuestamente democrática. El gobierno y la clase dominante repiten que el proceso es
fruto de un triunfo militar del Estado que ha doblegado a la guerrilla y la ha obligado a
sentarse a la mesa de negociación.

2) Aunque en los formalismos de la mesa de negociaciones se aceptó discutir las raíces
del conflicto, sobre todo en los temas de tierra y democracia, predominó la negativa
rotunda del gobierno a tocar en lo más mínimo el modelo económico y el modelo político,
quedando todas las propuestas relativas a esas raíces del conflicto como “salvedades” o
“constancias”  de  lo  que  fue  imposible  discutir.  El  gobierno  repite  que  no  negocia  el
modelo vigente y que sólo invita a la guerrilla a que, una vez dejadas las armas, se
presente  a  los  debates  electorales  para  solicitarle  a  la  sociedad  que  apoye  sus
propuestas de reformas.

Esto sería normal si hubiera democracia, pero el gobierno sabe que mientras no reforme
el sistema electoral, uno de los más corruptos del mundo, y el sistema de propiedad de
los medios masivos de información, ni la guerrilla ni ningún movimiento de oposición
podrá conquistar triunfos democráticos.

3) Muchas polémicas interminables llevaron finalmente a los rebeldes a aceptar la
simetría de trato a los combatientes de ambos lados, desconociendo la gravedad
enormemente mayor de los crímenes de Estado y las características del delito político y
del derecho a la rebelión. También tuvieron que aceptar la inmunidad de los ex
presidentes frente a la justicia y la ruptura de las responsabilidades de mando, ambos
principios consagrados en el Estatuto de Roma cuyo desconocimiento refuerza y amplía
la impunidad rutinaria.
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4)  El  desarrollo  de  los  diálogos  ha  producido
perplejidad en las capas más conscientes de
la  sociedad,  al  comprobar  que  el  Estado  ha
recurrido simplemente a la negación de los
obstáculos  más  grandes  para  la  paz,
considerándolos  como  inexistentes  o  realidades
del  pasado  ya  superadas:  el  paramilitarismo,  la
doctrina militar del enemigo interno y de la
seguridad  nacional  y  la  criminalización  de  la
protesta social. Nadie puede entender

tampoco que las negociaciones no hayan llevado a un acuerdo sobre la reducción de la
fuerza armada del Estado sino más bien a anunciar que esa fuerza se va a aumentar y a
reforzar. Todo el mundo se pregunta: ¿si es verdad que se acaba la guerra, por qué el
monstruoso gasto militar no se va a acabar sino a aumentar?

5) El recurso a la justicia transicional, que ha sido el punto de llegada en el tema de las
víctimas  del  conflicto,  uno  de  los  aspectos  más  polémicos  y  que  más  tiempo  han
consumido en las negociaciones, no deja tranquilos a numerosos analistas de ambos
lados. Se pactó una Jurisdicción Especial para la Paz, diseñada por un grupo de juristas
de alto nivel, dentro de los criterios básicos de la justicia transicional. Supuestamente el
derecho nacional no operará allí sino sólo los tratados internacionales; habrá magistrados
también  extranjeros;  los  que  confiesen  crímenes  internacionales,  sean  guerrilleros,
militares, empresarios u otros, tendrán penas alternativas y no de prisión, y los que no
confiesen, serán condenados a prisión. La fórmula ha sido elogiada por muchos aunque
se critica la violación flagrante de algunos artículos del Estatuto de Roma para favorecer
a los gobernantes. Sin embargo dicha fórmula alberga dos principios que pueden dar al
traste con las escasas expectativas de justicia: los principios de priorización y de enfoque
hacia los máximos responsables. Ya hay aplicaciones en curso de esos principios por
parte  de  la  justicia  colombiana,  frente  a  modalidades  concretas  de  genocidio,  que
anuncian la utilización corrupta de esos dos principios, como mecanismos privilegiados
de impunidad. Esto hace mirar el acuerdo de justicia con reservas.

6) En general, las motivaciones de disuasión que han sido utilizadas para promover los
acuerdos de paz, descansan en gran parte en la imposibilidad práctica de lograr cambios
sociales por medio de la lucha armada, dado el poder monstruoso y apabullante de las
armas estatales respaldadas por el poderío imperial de mayor alcance destructivo en la
historia reciente de la humanidad: los Estados Unidos. Brilla por su ausencia, sin
embargo, toda consideración ética de los clamores y sufrimientos que llevaron a
levantarse en armas a los combatientes contra el Estado. El discurso político
predominante es pragmático y egoísta y muestra indiferencia arrogante por posibilidades
reales de justicia. Los discursos del Presidente Santos en el exterior han insistido, ante
todo, en una paz que beneficiará a los empresarios e inversionistas transnacionales,
quienes podrán intensificar su extracción de recursos naturales, pero entre tanto su
gobierno reprime con una violencia cruel las protestas sociales de las comunidades
afectadas por la destrucción ecológica y social que han causado y siguen causando esas
empresas multinacionales.
Desde la extrema derecha se condena el proceso porque favorece la impunidad de los
rebeldes, seguramente responsables de no pocos crímenes de guerra, pero desde el
movimiento popular se teme más a la impunidad de los poderosos y de los agentes del
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Estado y del paramilitarismo, cuyos crímenes de guerra, de lesa humanidad y genocidios
superan enormemente en cantidad y en crueldad los crímenes de la insurgencia y su
impunidad se traduce en la continuidad de un poder represivo que seguirá afectando a
los sectores más desprotegidos de la sociedad y bloqueará con violencia las reformas
sociales que se reclaman con urgencia.

A pesar de los esfuerzos formales
por  construir  un  Estado  de
Derecho, sobre todo desde
la  Constitución  de 1991,  el  poder
real lo sigue ejerciendo una minoría
poderosa articulada
a  intereses  transnacionales,
llegando  a  configurar  un  Estado
esquizofrénico en el cual lo
formal se apoya en lo legal y lo real
se  apoya  en  las  mil  redes
clandestinas de violencia

paraestatal cuya relación con el Estado es negada rotundamente por los funcionarios del
régimen y los medios masivos de información.

La primera experiencia reciente de justicia transicional la realizó un gobierno de extrema
derecha – el del Presidente Álvaro Uribe - en 2005, mediante la ley 975 llamada
paradójicamente “Ley de Justicia y Paz”. Hubo entonces una negociación con los
paramilitares, quienes a todas luces apoyaron su candidatura a la presidencia. Luego de
negociaciones con los líderes paramilitares más connotados, obtuvo su sometimiento a
una justicia indulgente en que la pena máxima fluctuaba entre 5 y 8 años aunque los
crímenes atroces en cada caso sumaran muchos millares. Supuestamente se
desmovilizaron 32.000 paramilitares autores de 42.000 crímenes atroces pero sólo fueron
condenados a las penas mínimas 22 de ellos y casi todos están en libertad desde 2015. 

A  esa  estrategia  de  negociación  con  grupos  que  no  podían  identificarse  como
delincuentes políticos puesto que eran agentes clandestinos del  mismo Estado,  el  ex
Presidente Uribe añadió otras estrategias para que el paramilitarismo continuara activo:
la  configuración  de  un  paramilitarismo  legalizado,  vinculando  a  varios  millones  de
personas  a  tareas  de  guerra  mediante  redes  de  informantes  y  cooperantes  y
remodelando los estatutos de las compañías privadas de seguridad para vincularlas a
tareas bélicas como auxiliares de la fuerza armada oficial. El paramilitarismo ilegal, en
grandes franjas, retornó muy pronto a sus acciones criminales con sus mismos objetivos;
a saber: persecución a todo movimiento social o de protesta mediante escritos de clara
inspiración contrainsurgente, anticomunista y fascista; respaldo incondicional al gobierno
y  a  sus  fuerzas  armadas;  apoyo  a  las  empresas  transnacionales  cuya  destrucción
ecológica denominan “progreso”, y sustento financiero en las redes más poderosas del
narcotráfico. El gobierno ha acuñado para ellos nuevas siglas que los inscriben en la
delincuencia común ajena a toda relación con el Estado. Hoy se articulan y coordinan con
calculada astucia las franjas legales y las ilegales del paramilitarismo, cobijadas por un
lenguaje que las cubre con la negación rotunda de su existencia.

Desde el comienzo de las negociaciones actuales, las FARC habían afirmado que jamás
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se  someterían  a  la  justicia
colombiana,  dada  su
extrema  corrupción,  su
responsabilidad  en  la
impunidad  monstruosa  de
los crímenes más atroces del
Estado y del paramilitarismo
y  su  desvergonzada
parcialidad  y  dependencia
del  régimen,  conceptos  que
comparten  grandes  franjas
de población que consideran
la  justicia  como  éticamente
colapsada.

Muchas  fórmulas  se
propusieron para buscar imparcialidad, incluyendo la creación de una corte penal regional
apoyada  por  regímenes  progresistas  de  América  Latina.  Y  mientras  la  insurgencia
buscaba  estructuras  judiciales  más  independientes,  los  agentes  del  Estado  eran
atormentados  por  la  evaluación  de  lo  ocurrido  en  otros  países  que  emitieron  leyes
audaces de impunidad para militares y funcionarios,  leyes que fueron posteriormente
invalidadas por tribunales internacionales. 

El ex Presidente César Gaviria lanzó una carta pública pidiendo que se blindaran de
manera  definitiva  las  medidas  de  impunidad,  para  protegerlas  de  un  eventual
desconocimiento  posterior  por  tribunales  internacionales  o  por  las  mismas  cortes
nacionales; por ello el Acuerdo incluye también unos mecanismos de blindaje hacia el
futuro,  no  sea  que  tribunales  internacionales  o  nacionales  puedan  desconocer  lo
acordado. Esos blindajes no dejan de ser frágiles y en su análisis se descubre con mayor
contundencia la dependencia del derecho respecto a la política y a los vaivenes de los
poderes de turno.
En el momento en que escribo aún no se ha firmado el Acuerdo definitivo, pero ya se
piensa que el proceso es irreversible y que en pocas semanas se convocará a la
ceremonia solemne de la firma. Se ha concertado ya un calendario de entrega de las
armas a las Naciones Unidas y de concentración provisional de los guerrilleros en 23
zonas rurales mientras comienzan a implementarse los diversos puntos de los acuerdos.
Como lo reconoce el cerebro de las negociaciones de parte del gobierno, lo que se
firmará no es propiamente la paz sino un cese de fuego. La paz habrá que comenzar a
construirla, principalmente en las zonas en que la guerra ha sido más intensa. La
polarización es muy grande en este momento y muchos opinamos que, mientras no se
solucionen las raíces más profundas del conflicto, como son la extrema desigualdad, la
concentración de la propiedad de la tierra, la falta de democracia y la criminalidad estatal
tendente a reprimir toda protesta social y a destruir todo movimiento de base que busca
modelos alternativos y justos de sociedad, el conflicto se puede reactivar sin que sean
previsibles sus consecuencias.

Es necesario  anotar,  que el  Acuerdo no se  va  a firmar,  por  el  momento sino  con la
guerrilla de las FARC. La otra guerrilla que tiene importancia numérica e histórica: el
Ejército de Liberación Nacional, no ha logrado aún llegar a acuerdos mínimos de agenda
para iniciar el diálogo con el gobierno, aunque ha dado pasos significativos.
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HONDURAS

Asesinan a otra activista de COPINH (Comunicado)
 El Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras,  con mucho
pesar comunica el asesinato de la compañera Lesbia Yaneth Urquía de 49 años, madre de
dos hijas y un hijo, del municipio de Marcala, La Paz. 

La compañera Lesbia Yaneth era una destacada
lideresa comunitaria vinculada al COPINH desde
las protestas en contra del golpe de Estado del
año 2009 y activa militante en la defensa de los
bienes comunes de la naturaleza y los derechos
indígenas  en  contra  de  la  construcción  de  la
represa hidroeléctrica Aurora I del municipio de
San José,  La Paz en la  cual  tiene vinculación
directa  la  presidenta  del  Partido  Nacional  y
vicepresidenta  del  Congreso  Nacional,  Gladys
Aurora López. 

Lesbia  Yaneth  fue  una  ferviente  defensora  de  los  derechos  de  las  comunidades  y
opositora del consesionamiento y privatización de los ríos en el departamento de La Paz. 
El  asesinato  de Lesbia  Yaneth  se  da suspicazmente  en el  marco de un proceso de
"consulta"  llevado a  cabo  por  el  gobierno de  Honduras  acerca de la  aprobación del
proyecto  de  ley  de  reglamentación  del  mecanismo  de  la  Consulta  Previa,  Libre  e
informada  a  la  que  tenemos  derecho  las  comunidades  indígenas  amparadas  en  la
legitimidad de nuestra historia y el convenio 169 de la Organización Internacional
del Trabajo (OIT). Estas reuniones en las que el gobierno pretende impulsar su propuesta
de ley se llevaron a cabo en el municipio de Marcala los días 4 y 5.

Este asesinato se produce a 4 meses y 4 días del asesinato de nuestra compañera y
lideresa, Berta Isabel Cáceres Flores, y nos confirma la puesta en marcha de un plan
para  desaparecer  a  quienes  defendemos  los  bienes  comunes  de  la  naturaleza,
organizados en el COPINH. La muerte de Lesbia Yaneth constituye un feminicidio político
que  busca  callar  las  voces  de  las  mujeres  que  con  coraje  y  valentía  defienden  sus
derechos en contra del  sistema patriarcal,  racista y capitalista,  que cada vez más se
acerca a la destrucción de nuestro planeta. 
Responsabilizamos directamente por este asesinato al gobierno de Honduras, a cargo de
Juan Orlando Hernández, a las fuerzas militares y policiales y a todos las instituciones
gubernamentales que deben cumplir con la protección de todas y todos los defensores de
derechos humanos y de los bienes comunes de la naturaleza, de igual forma a la
señora Gladys Aurora López y su esposo Arnold Castro por ser fuente permanente de
amenazas  y  conflictos  por  la  construcción  de  proyectos  hidroeléctricos  en  el
departamento de La Paz.

El COPINH exige que cesen los asesinatos contra sus miembros y miembras y se haga
justicia en encontrar a los culpables del asesinato del Lesbia Yaneth y de Berta Cáceres y
que estos crímenes no queden en la impunidad.
 
Acompañamos en este profundo dolor a la familia de nuestra compañera.
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Declaración de la OEA sobre derechos indígenas.
Adelfo Regino Montes 

La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en su 46
periodo ordinario de sesiones, celebrado del 13 al 15 de junio pasado, en la ciudad de
Santo  Domingo,  República  Dominicana,  mediante  la  resolución  AG/RES.2888  (XLVI-
O/16), aprobó por consenso la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos
Indígenas  (Dadin),  después  de  un  largo  y  complejo  proceso  de  diálogo  entre  las
delegaciones de los  estados que son parte  de la  OEA y  representantes de diversos
pueblos indígenas de las Américas.

Ante  este  hecho  singular,  lamentablemente  las  delegaciones  de  Estados  Unidos  y
Canadá expresaron sus reservas  generales  a la  resolución  aprobada y  Colombia  ha
manifestado que se aparta de dicho consenso en los artículos 23, numeral 2; 29, numeral
4, y 30, numeral 5 de la Dadin. 

La piedra angular de la declaración es el artículo 3, que asienta: Los pueblos indígenas
tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente
su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.
Esta formulación es coherente con lo sañalado también en el artículo 3 de la Declaración
de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Dnudpi), así como lo estatuido
en el  Pacto Internacional  de Derechos Civiles y  Políticos y el  Pacto Internacional  de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

En  un  contexto  caracterizado  por  una  grave  y  constante  amenaza  a  los  territorios
indígenas,  el  artículo  25  de  la  Dadin  reafirma el  reconocimiento  de que los  pueblos
indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual, cultural y
material con sus tierras, territorios y recursos; el derecho a poseer, utilizar, desarrollar y
controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional
u otro tipo de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra
forma; así como la obligación estatal de asegurar el reconocimiento y protección jurídicos
de esas tierras, territorios y recursos. 

Otro aspecto toral que consolida la Dadin es el derecho a la consulta y al consentimiento
libre,  previo  e  informado.  A este  respecto,  el  numeral  2  del  artículo  23  precisa:  Los
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estados  celebrarán  consultas  y  cooperarán  de  buena  fe  con  los  pueblos  indígenas
interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar
medidas legislativas y administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento
libre, previo e informado. Esta cuestión se reafirma en el numeral 4 del artículo 29, en el
que  se  implanta  el  deber  estatal  de  consultar  y  obtener  el  consentimiento  libre  e
informado de los pueblos indígenas “…antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a
sus tierras o territorios y otros recursos”.

Como  ha  sucedido  en  el  contexto  de  otras
negociaciones  internacionales,  las  temáticas
referidas  han  generado  fuertes  e  intensas
discusiones. Es el caso del artículo 3, relativo a la
libre determinación, en el que para lograr su pleno
reconocimiento  se  ha  tenido  que  hacer  una
referencia al principio de la integridad territorial y la
unidad política de los estados en el  artículo 4. Lo
mismo  ha  ocurrido  en  relación  con  el
reconocimiento legal de las modalidades y formas diversas y particulares de propiedad,
posesión o dominio de las tierras, territorios y recursos de los pueblos indígenas, que ha
sido  asentado  en  el  numeral  5  del  artículo  25  y  que  será  de  acuerdo  “…  con  el
ordenamiento jurídico de cada Estado y los instrumentos internacionales pertinentes”. 

Tomando  en  consideración  el  contexto  y  las  realidades  específicas  de  los  pueblos
indígenas de las Américas, la Dadin instaura por vez primera el reconocimiento de los
derechos  colectivos  de  los  pueblos  indígenas,  indispensables  para  su  existencia,
bienestar y desarrollo integral (artículo 6); el reconocimiento de la personalidad jurídica
de  los  pueblos  indígenas,  respetando  sus  formas  de  organización  (artículo  9);  el
reconocimiento, respeto y protección de las distintas formas indígenas de la familia, en
particular  la  familia  extensa  y  las  formas  de  unión  matrimonial,  la  filiación,  la
descendencia y el nombre familiar (artículo 17); el derecho de los pueblos indígenas en
aislamiento voluntario o en contacto inicial a permanecer en dicha condición y de vivir
libremente y de acuerdo a sus culturas (artículo 26), entre otros. 

En  un  entorno  de  gran  adversidad  para  los
pueblos indígenas de las Américas, este nuevo
instrumento  normativo  regional  será  de  gran
utilidad  práctica,  ya  que  para  la  protección  y
defensa de sus derechos fundamentales, dichos
pueblos  han  tenido  que  recurrir  a  la  Comisión
Interamericana de Derechos Humanos y,  en su
caso,  a  la  Corte  Interamericana  de  Derechos
Humanos.

Una  vez  adoptado  este  nuevo  andamiaje
normativo, tenemos ahora el reto de su efectiva implementación en el contexto de los
estados, como en las respectivas situaciones y luchas de los pueblos indígenas en las
Américas. A la par, en la ruta del desarrollo progresivo de las normas internacionales de
los  derechos  humanos,  es  importante  empezar  a  trabajar  en  la  elaboración  de  una
convención americana de los derechos de los pueblos indígenas, para cerrar y completar
el círculo de visibilización y reconocimiento que nuestras sociedades exigen.
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Una  empresa española destruye el habitat de los quekchi. 
Más de 29.000 indígenas quekchí en Alta Verapaz (Guatemala) ven cada día cómo el Río Cahabón,
junto  al  que  viven,  está  perdiendo  peligrosamente  su  caudal  a  causa  de  la  construcción  del
complejo hidroeléctrico Renace. Son cinco fases a lo largo de unos 30 kilómetros de su cauce. Tras
una amplia investigación que ha durado dos años, Alianza por la Solidaridad ha constatado los
graves impactos en el medioambiente y en los derechos de las comunidades que viven en las orillas
del río, así como la criminalización de los opositores al proyecto. Firma para que Florentino no
destruya este río.

 

Florentino Pérez puede cambiar la vida de 29.000 personas. Renace, que será la hidroeléctrica más
grande del país, está gestionada por el grupo guatemalteco Corporación Multi-Inversiones (CMI),
que ha subcontratado tres de las cinco fases de la construcción a la compañía española Grupo
Cobra (ACS), presidida por Florentino Pérez. Necesitamos parar, al menos, las dos últimas fases
que están en construcción y planificación antes de que el río se seque. Y tú puedes  ayudarnos    

Alianza por la solidaridad

EL RIO CAHABON ANTES Y DESPUÉS DE
LA OBRA DE COBRA (ACS)
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